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Introducción 

En la enumeración de las decisiones político-jurídicas fundamentales uni-
versitarias se incluye la distinción entre derechos académicos y derechos 

laborales (supra capítulo segundo, punto I). Ese carácter deriva del propio 
texto constitucional, que  reconoce a la universidad pública la facultad de au-
todeterminación académica. En el caso de la UNAM, su legislación interna 
establece como requisito para el ingreso a la institución y para la obtención 
de definitividad como personal académico, el participar y resultar ganador en 
un concurso de oposición63. 
Sin embargo, la misma legislación (artículo 51 EPA) establece un mecanis-
mo extraordinario para ingresar a la universidad, consistente en la firma de un 
contrato para casos excepcionales o para la realización de una obra determi-
nada, sin que previamente haya  participación en un concurso de oposición64. 
Igualmente el artículo 46 del EPA prevé que se contrate a un profesor de asig-
natura interino sin que medie un concurso de oposición65.

63	 El artículo 45 del EPA establece: “… la definitividad en el cargo de profesor o de 
investigador, así como sus promociones, sólo se podrán obtener mediante los procedi-
mientos establecidos en el presente Estatuto”. Por otra parte, en el artículo 66, segun-
do párrafo se precisa: “El concurso de oposición para promoción o concurso cerrado 
es el procedimiento de evaluación mediante el cual los profesores o investigadores de 
carrera, interinos o a contrato, pueden ser promovidos de categoría o de nivel o adqui-
rir la definitividad; y los definitivos de carrera y asignatura ser promovidos de categoría 
o de nivel”.

64	 Para pronta referencia, se transcribe el artículo 51 del EPA: “En la contratación del 
personal académico, se deberá seguir el procedimiento que se señala en este Estatuto 
para el concurso de oposición o concurso abierto para ingreso, salvo en casos excep-
cionales o para la realización de una obra determinada. En estos dos últimos casos 
los términos de la contratación deberán ser previamente aprobados por el consejo 
técnico, interno o asesor, oyendo la opinión de la comisión dictaminadora respectiva. 
El personal así contratado sólo podrá adquirir la definitividad a través de un concurso 
de oposición para ingreso”.

65	 El artículo 46 del EPA establece “Cuando no exista profesor definitivo para impartir 
una materia, el director de la dependencia podrá nombrar un interino que deberá 
satisfacer los requisitos establecidos en el presente Estatuto, por un plazo no mayor de 
un periodo lectivo, prorrogable por dos más si se ha demostrado capacidad para la do-
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Para estos casos de excepción, la propia legislación precisa que quienes in-
gresen como personal académico por la vía del artículo 51 ó del artículo 
46 del EPA no adquieren definitividad, ya que no quedan exentos de cum-
plir con el requisito de resultar ganador de un concurso de oposición. El 
artículo 45 del EPA establece que “la definitividad en el cargo de profesor 
o de investigador, así como sus promociones, sólo se podrán obtener me-
diante los procedimientos establecidos en el presente Estatuto”. 

 Asimismo, el artículo 48 del EPA señala que los profesores de asignatu-
ra interinos “deberán presentarse a los concursos de oposición para ingre-
so que se convoquen en la materia que impartan…”.   

En suma, mientras se establecen dos vías para ingresar como personal aca-
démico a la institución (una ordinaria y otra de excepción o extraordinaria), 
sólo hay una vía para adquirir definitividad académica, la del concurso de 
oposición66.

I  Planteamiento

A pesar de ese panorama legislativo claro e inobjetable, en el que hay una 
regla general y una regla de excepción, pero que en ambos casos se es-

tablece la condición de participar en un concurso de oposición para adquirir 
la definitividad académica, la realidad presenta casos de personas que no han 
resultado ganadores en un concurso de oposición –por tanto no les surge el 
derecho de ingresar a la institución, ni tampoco para adquirir definitividad 
académica– o que no son recontratados al vencimiento del contrato firmado 
por la vía excepcional del artículo 51 del EPA, quienes recurren a una doble 
vía jurídica para demandar a la Universidad por un supuesto despido injustifi-
cado o para alegar supuestas violaciones laborales: 

cencia. La persona así designada empezará a laborar de inmediato y su nombramiento 
será sometido a la ratificación del consejo técnico respectivo.

66	 El propio CCT establece en la cláusula 13 relativa al ingreso y estabilidad laboral: El 
ingreso a la UNAM como miembro del personal académico, se obtendrá a través de 
concurso de oposición abierto, según se establece en el EPA. Las formas excepcionales 
de contratación (por obra o tiempo determinado y por contrato) se llevarán a cabo 
en los términos de la legislación universitaria, y en función de los acuerdos que al 
respecto tomen los órganos colegiados competentes…”.  
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A)	La vía jurisdiccional-administrativa, mediante la interposición de de-
manda laboral ante las juntas de conciliación y arbitraje, y

B)	La vía jurisdiccional, mediante la promoción de amparo.

De primera impresión, lo que se aprecia como constitucionalmente impro-
cedente en esos casos, no lo ha sido así para las instancias laborales y para 
algunos tribunales colegiados de circuito. Se han venido dictando laudos en 
contra de la Universidad, por parte de la JFCyA sobre la base de calificar de 
despido injustificado, la desvinculación de los demandantes con la institu-
ción, sin tener en cuenta que las razones de separación del demandante son 
de índole académico, derivadas de una evaluación académica. 

Otra pretensión infundada que ha recibido acogida de la autoridad la-
boral es que alguien que ha sido contratado vía artículo 51 del EPA, pre-
tenda se le otorgue definitividad por el simple transcurso del tiempo o que 
se le vuelva a contratar mientras haya materia de trabajo o que al transcur-
so de tres o más años en una misma categoría académica se le reconozca 
un supuesto derecho a que se aperture un concurso de oposición cerrado 
en términos del artículo 78 del EPA sin haber cumplido con la condición 
de haber ganado previamente un concurso abierto como lo exige la legis-
lación universitaria. 

Todas estas pretensiones y otras más, se formulan bajo el esquema de 
supuesta afectación de derechos laborales, cuando en realidad lo que está 
en juego son derechos académicos, que no son de la competencia de las 
instancias laborales, sino una facultad exclusiva de los órganos colegiados 
académicos universitarios. 

Las resoluciones de las autoridades laborales para reconocer como lega-
les esas pretensiones infundadas de quienes no recibieron una evaluación 
académica favorable, se sustenta en argumentos jurídicos falsos e insoste-
nibles, que no resisten el análisis constitucional, jurisprudencial y de auto-
nomía académica de la universidad, como se precisará en este capítulo. 

El eco que ha tenido entre las autoridades laborales esa anómala e in-
constitucional situación, bien recibe el calificativo de “invasión” de la ins-
tancia jurisdiccional a la facultad exclusiva que tiene la universidad para 
determinar la situación académica de su personal académico. Resulta ne-
cesario sensibilizar a las autoridades jurisdiccionales y a las autoridades ju-
risdiccionales-administrativas, que la valoración académica es algo ínsito 
a la autonomía universitaria, a la que están obligadas a respetar.

En la búsqueda de fórmulas que hagan entender la problemática acadé-
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mica que se genera con las resoluciones de dichas autoridades, resulta fun-
damental precisar diversos aspectos:
»» El alcance de la autonomía universitaria en términos del artículo 3° 
constitucional, en la vertiente de la autodeterminación académica.

»» La adecuada aplicación e interpretación de las normas sustantivas uni-
versitarias, las cuales tienen prevalencia sobre las normas adjetivas o 
procedimentales universitarias (supra capítulo primero, punto I,1.3).

»» La distinción entre relación laboral y relación académica, así como el 
carácter especial del trabajo académico.

»» La distinción entre derechos laborales y derechos académicos, así como la 
incompetencia de la autoridad jurisdiccional en asuntos de valoración aca-
démica.

»» La distinción entre definitividad académica y definitividad laboral.
»» La relación entre la LO de la UNAM y la LFT, así como el esquema de 
prevalencia de normas.

»» La relación entre el EPA y el CCT, para determinar si éste puede esta-
blecer disposiciones académicas que van más allá de lo laboral y, en su 
caso, si tal situación es violatoria de la autonomía universitaria.

»» La distinción del alcance y repercusión jurídica de la calidad de “interi-
no” en una relación laboral y en una relación académica universitaria.

»» Los efectos de la valoración académica de no renovación del contrato cele-
brado en los términos de excepción de los artículos 51 y 46 del EPA.

II El alcance de la autonomía universitaria en la 
vertiente de la autodeterminación académica

La autonomía universitaria plasmada en el artículo 3° constitucional 
tiene 4 vertientes o manifestaciones: facultad de autogobierno; facul-

tad de autorregulación; facultad de autogestión administrativa y facultad 
de autodeterminación académica. Esta última implica que la universidad 
pública tiene libertad de fijar sus planes y programas de docencia, de in-
vestigación y de difusión de la cultura; asimismo, tiene libertad para esta-
blecer los términos de ingreso, promoción y permanencia de su personal 
académico.

Para delimitar el alcance de la facultad de autodeterminación académi-
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ca de una universidad pública autónoma se formulan las siguientes consi-
deraciones:
»» En la resolución dictada por la Primera Sala de la SCJN, en su sesión 
del 24 de junio de 2009, que se analizó en el capítulo anterior, se calificó 
al principio de la autonomía universitaria como una garantía institu-
cional establecida en el texto fundamental para otorgar una protección 
especial a la universidad pública, a fin de que cumpla con las funciones 
y responsabilidades que la propia Constitución le fija.

En esa resolución se precisaron las cuatro categorías competenciales ex-
clusivas de la universidad pública autónoma (normativa, ejecutiva, de su-
pervisión y parajudicial). De manera particular resultan aplicables al tema 
de valoración académica la primera y las dos últimas categorías competen-
ciales: el Máximo Tribunal resolvió que la universidad pública tiene la fa-
cultad exclusiva para resolver las controversias que surjan al interior de su 
campus, en cualquiera de las relaciones jurídicas universitarias –entre ellas, 
por supuesto, las relaciones académicas–, así como para hacer la evaluación 
académica de quienes pretenden ingresar con la calidad de personal acadé-
mico y de quienes ya siendo universitarios pretenden adquirir definitividad 
académica o tener una promoción en esa calidad. Asimismo, se reconoce a 
la universidad pública la facultad exclusiva de aprobar las normas procedi-
mentales y reguladoras de la actuación de los órganos colegiados encarga-
dos de realizar la valoración académica.

La única condicionante impuesta por la jurisprudencia de la SCJN 
a la competencia de supervisión universitaria es que “constitucional o 
legalmente la solución de tales litigios no esté reservada a un régimen 
jurídico específico que excluya al universitario”, esto es, que correspon-
da a otra autoridad no universitaria, sea federal o local, la solución de la 
controversia en cuestión. 

Es claro que por lo que se refiere a las relaciones académicas, el artícu-
lo 3° constitucional, la propia LFT y las tesis reiteradas de jurispruden-
cia establecen que es una facultad exclusiva de los órganos colegiados 
universitarios conocer y resolver de las inconformidades académicas.

Por otra parte, en esa sentencia del Máximo Tribunal se reiteró 
que el carácter de garantía institucional de la autonomía universita-
ria conlleva constitucionalmente a que en el ámbito académico, la 
universidad pública goce de “independencia” para determinar por sí 
sola los requisitos de ingreso, promoción y permanencia de su perso-
nal académico, lo que equivale a definir y aplicar en exclusiva los 
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criterios de valoración académica de las personas que formaran par-
te de su personal académico. 

En ese esquema fijado por la jurisprudencia, no habría “independen-
cia” de la universidad pública si la resolución académica final en un 
proceso de valoración académica no recayera en la propia institución y 
fuera una instancia externa la que decidiera en definitiva, alegando su-
puestas afectaciones de carácter laboral. No hay duda, una resolución 
de naturaleza académica disfrazada de resolución laboral es violatoria 
de la autonomía universitaria.

Con anterioridad, la SCJN en diversos criterios jurisprudenciales había  
establecido que los límites a la autonomía universitaria sólo son dos: 
›› Respetar el orden jurídico constitucional y nacional, y 
›› Respetar los fines de docencia, investigación y difusión de la cultura. 

Fuera de esos límites la universidad pública tiene libre determinación so-
bre su destino institucional en los diversos ámbitos: académico, presu-
puestal, administrativo, normativo y gubernativo. 
»» Se ha dicho que entre los obligados a respetar la autonomía universita-
ria en esos ámbitos, se encuentran las autoridades gubernamentales de 
la administración pública centralizada y descentralizada; el legislador 
ordinario (federal y local); los tribunales jurisdiccionales y administra-
tivos y los órganos constitucionales autónomos67.

Tratándose de los tribunales jurisdiccionales y administrativos, los res-
ponsables de administrar justicia deben tener cuidado y analizar las circunstan-
cias hechas valer en las demandas para determinar la improcedencia de las 
mismas, en aquellos casos en que subyace el cuestionamiento o la revisión 
de alguno o varios de los ámbitos o vertientes de la autonomía universita-
ria, como lo es en el caso que se analiza, la autodeterminación académica. 
No es dable alegar cuestiones laborales para no respetar la facultad exclusi-
va reconocida a la universidad pública de resolver en definitiva los procesos 
de evaluación académica.

»» La facultad de autodeterminación académica incluye no sólo que la univer-
sidad establezca los contenidos de sus planes y  programas de estudio, sino 
también la  facultad de determinar el contenido y el proceso a seguir en 
los concursos de oposición. En ese sentido, corresponde en exclusiva a la 

67	 Para un análisis de los sujetos obligados a respetar la autonomía universitaria, vid 
González Pérez, Luis Raúl y Guadarrama López, Enrique, op cit. pp. 27-31.
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universidad pública examinar académicamente a quienes habrán de formar 
parte de su personal académico, así como resolver en definitiva toda impug-
nación que se presente con motivo de un proceso de valoración académica. 
Para ello se estableció que la evaluación la realicen pares académicos ac-
tuando de manera colegiada.

El alcance de la facultad de autodeterminación académica ya ha sido 
precisado en algún criterio jurisprudencial:

UNIVERSIDAD NACIONAL AUTÓNOMA DE 
MÉXICO, POTESTAD PARA DETERMINAR LOS 
CRITERIOS DE ELECCIÓN DE SU PERSONAL 
ACADÉMICO.
En virtud de su autonomía, la Universidad Nacional Autó-
noma de México, en términos de los artículos 3o., fracción 
VIII constitucional y 353, de la Ley Federal del Trabajo, 
tiene la potestad para fijar, no sólo las condiciones de in-
greso, promoción y permanencia de su personal académico, 
mediante las disposiciones de su Ley Orgánica, los estatu-
tos y reglamentos que de aquélla emanen, sino también el 
arbitrio para determinar los criterios de valoración esta-
blecidos en el artículo 68 del Estatuto del Personal Aca-
démico, cuál o cuáles tomarán en cuenta al formular sus 
dictámenes las diversas comisiones encargadas de seleccio-
nar al ganador del concurso de oposición correspondiente, 
de acuerdo con sus necesidades de institución dedicada a 
la enseñanza.

SJF, 8a Época, TCC, T. II, 2ª parte, julio-diciembre 1988, p. 612.

El concurso de oposición es la vía que decidió la propia universi-
dad pública con base a su libre determinación constitucional, para 
llevar a cabo la valoración académica, y ser el único mecanismo 
para determinar el ingreso, la promoción y la definitividad de su per-
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sonal académico68.
»» En el artículo 3° constitucional se otorga la calidad de trabajo especial 

al realizado por el personal académico de las universidades e impone 
como obligatorio un esquema de coordinación de las relaciones labora-
les universitarias. 

En efecto, se establece que tales relaciones laborales deben ajustarse 
a lo previsto para los trabajos especiales en la LFT y deben concordar 
con la autonomía universitaria. 

Esto implica que el propio texto fundamental no estableció una pre-
valencia de la ley laboral sobre la ley universitaria. Por el contrario, 
impuso la condición de que las normas universitarias que se aprueben 
para las relaciones laborales universitarias deben estar acorde a la LFT 
siempre que no sean contrarias a la autonomía universitaria. Así lo con-
firmó el legislador federal al establecer en el artículo 181 de la LFT que: 
“Los trabajos especiales se rigen por las normas de este Título y por las 
generales de esta ley en cuanto no las contraríen”.

Esto significa que todo lo relativo a la relación laboral de la universi-
dad pública con su personal académico debe respetar los derechos labo-
rales. Así lo ha determinado el Máximo Tribunal69. 

68	 Carrillo Prieto, Ignacio, señala que pudiera objetarse que los mecanismos relativos 
al ingreso, promoción y permanencia no constituyen aspectos académicos y que por 
éstos deben entenderse los contenidos de las actividades de docencia e investigación 
y no las formas y modalidades que asumen tales actividades, concebidas como presta-
ción de servicios. Sin embargo, hay una consideración insoslayable ante esa objeción 
y que mira a despolitizar los procedimientos de reclutamiento, promoción y estabili-
dad evitando que composiciones temporales de autoridad o de influencia, burocrática 
o sindical, puedan beneficiar unilateralmente a sus propias clientelas, cancelando así, 
no sólo otro ingrediente de la autonomía universitaria, sino la base misma de todo el 
sistema, a saber, el libre examen y discusión de las ideas. “La disputa por la regulación 
de la carrera académica”, p. 42.

69	  UNIVERSIDAD NACIONAL AUTÓNOMA DE MÉXICO, LA LEY FEDE-
RAL DEL TRABAJO, NO TIENE MAYOR JERARQUÍA QUE LA LEY OR-
GÁNICA DE LA.
Conforme a nuestra técnica jurídica, sólo la Constitución Federal tiene prelación res-
pecto a cualquier otra disposición legal que necesariamente, resulta proveniente de las 
normas constitucionales. Así, el Congreso de la Unión, en uso de las facultades que le 
confieren los artículos 71, 72 y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, es el único órgano que puede promulgar leyes de observancia general en 
el país. En consecuencia, no discutiéndose la inconstitucionalidad de una ley, ésta 
tiene igual valor jurídico que otra emanada del Cuerpo Legislativo y por ello, la esti-
mación de una Junta en el sentido de que la Ley Federal del Trabajo tiene respecto de 
la Ley Orgánica de la Universidad Nacional Autónoma de México, mayor jerarquía, 
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»» A contrario sensu, el precepto constitucional al establecer como condi-
ción que las normas universitarias no sean contrarias a la autonomía 
universitaria, lo que hace es exigir que todas las relaciones no labora-
les de la universidad con su personal -sea académico o administrati-
vo- se ajusten al principio de autonomía universitaria. Dentro de esas 
relaciones no laborales se inserta lo estrictamente académico, al igual 
que se encuentran otro tipo de relaciones, como las electorales, las dis-
ciplinarias, las administrativas, las contractuales, las de propiedad inte-
lectual, las de consumo, entre otras 70. 

»» En ese tenor, de la lectura de la fracción VII del artículo 3° constitu-
cional, así como de los debates que se suscitaron durante el proceso de 
aprobación de la inserción constitucional de la autonomía universita-
ria, se aprecia el propósito del órgano revisor de la constitución de dis-
tinguir con claridad un aspecto general y un aspecto específico en esa 
fracción del precepto constitucional. 

En lo general, el precepto constitucional define el contenido, el al-
cance y los beneficiarios de la autonomía universitaria. En lo específico, 
la disposición constitucional impone a las universidades públicas a las 
que se otorgue autonomía universitaria la obligación de normar las re-
laciones laborales universitarias dentro del apartado A del artículo 123 

es contraria a los principios constitucionales que la rigen. De ahí que esta última ley 
prevenga en la parte final de sus artículos 13 y 14, que en ningún caso los derechos 
del personal de la Universidad serán inferiores a los que concede la Ley Federal del 
Trabajo, con lo cual el Congreso de la Unión previó cualquier oposición legislativa 
y toda posible consideración constreñida a la prelación de una ley con respecto de 
otra, pues ambas tienen la misma fuerza obligatoria, por cuanto han sido discutidas y 
aprobadas siguiendo idénticas formalidades. Estimando que es facultad exclusiva del 
Congreso, de conformidad con lo previsto en la fracción XXV del artículo 73 consti-
tucional, establecer, organizar y sostener en toda la República “escuelas profesionales, 
de investigación científica, de bellas artes y de enseñanza técnica ...”, por este motivo 
la creación de la Universidad Nacional Autónoma de México ha obedecido a los 
principios que señala el artículo 1o de su Ley Orgánica, conservando asimismo los 
derechos que consagra el artículo segundo y los contenidos en los artículos 13 y 14 ya 
citados, para su mejor organización interna y funcionamiento.
SJF, 6a. Época, Cuarta Sala, Vol. LXX, 5ª. Parte, p. 40, Amparo directo 4958/61, 1o. 
de abril de 1963.

70	 Para el análisis de  la diversidad de relaciones jurídicas que se presentan al interior de la 
universidad pública, tanto por la calidad del sujeto universitario (alumno, profesor, inves-
tigador, autoridad universitaria, etcétera), como de la materia de la relación (disciplinaria, 
electoral, académica, administrativa, de propiedad intelectual, etcétera), vid. supra capítu-
lo primero, apartado I, 1.4.
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de la Constitución71. 
»» En efecto, la línea de separación entre esos dos aspectos del precepto 

constitucional se encuentra en el punto y seguido que se inserta a la mi-
tad de la fracción VII. 

Resulta ilógico suponer y pretender que las relaciones jurídicas de 
índole académica que surgen al interior de la universidad pública, así 
como los derechos y obligaciones que de ellas emergen queden com-
prendidas en las de naturaleza laboral. Sería tanto como pretender que 
tuvieran un alcance laboral todas las relaciones jurídicas universita-
rias (disciplinaria, administrativa, electoral, etcétera), que derivan de 
la primera parte de la fracción VII. Entre ellas se ubican las relaciones 
académicas. 

71	 Como ejemplo sintomático de la confusión existente en los tribunales respecto a las 
cuestiones académicas y laborales universitarias, se tiene la resolución dictada el 9 de 
mayo de 2007, por la Segunda Sala de la SCJN, en el recurso de revisión del amparo 
directo en revisión 299/2007, interpuesto por la UNAM, en la que se desechó el 
recurso en contra de la resolución del Segundo TCC en Materia de Trabajo argumen-
tando que toda vez que corresponde a las JCyA resolver las controversias laborales de 
la universidad pública con su personal académico no se actualizan los presupuestos de 
procedencia del recurso, pues no refleja la interpretación directa de un precepto cons-
titucional. Lo contradictorio de tal resolución es que definiendo lo que es la interpre-
tación de un precepto, no se haga el ejercicio interpretativo del artículo 3° constitu-
cional, para hacer la distinción entre el aspecto general de la autonomía universitaria 
y el aspecto especial de los derechos laborales; asimismo, tampoco realicen el análisis 
de la relación entre la propia autonomía universitaria y los derechos laborales uni-
versitarios, así como la diferenciación entre relación académica y relación laboral, y 
entre los derechos académicos derivados de la autodeterminación universitaria en el 
ámbito académico y los derechos laborales. Todos estos aspectos tienen cabida en la 
definición de interpretación de un precepto constitucional que hace la propia Segun-
da Sala de la SCJN en esa resolución: “implica un análisis gramatical, histórico, lógico 
o sistemático del contenido del mismo, para determinar su sentido y alcance, esto es, 
en términos generales, interpretar significa explicar, esclarecer y, por ende, desentra-
ñar el sentido de alguna cosa o de una expresión para descubrir lo que significa. Por 
tanto, interpretar la ley es revelar el sentido que ésta encierra, ya sea atendiendo a 
la voluntad del legislador, al sentido lingüístico de las palabras que utiliza o bien al 
sentido lógico objetivo de la ley como expresión del derecho cuando se considera que 
el texto legal tiene una significación propia e independiente de la voluntad real o 
presunta de sus autores”. Esta resolución la conectaremos con la contradicción de tesis 
52/2002 que analizamos en este mismo capítulo (infra apartado VII). Sin embargo, 
hay que destacar que derivado del amparo directo en revisión 34/2010, que interpuso 
la UNAM, se supera la confusión existente y se precisa que la valoración académica 
realizada por los órganos colegiados universitarios no son revisables por las JCyA. Esta 
resolución se analiza de manera pormenorizada (infra punto VIII). 
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»» La confusión que se llega a presentar entre las autoridades jurisdic-
cionales al resolver asuntos de valoración académica surge de no dis-
tinguir al inicio de sus consideraciones jurídicas, esos dos aspectos 
del precepto constitucional. Esto provoca que pretendan hacer ex-
tensivo, de manera incorrecta y, por ende, inconstitucional la cues-
tión laboral a todo el contenido de la fracción VII del artículo 3° 
constitucional. 

Ya se dijo que en la primera parte de la fracción VII se describe el al-
cance y el contenido del principio de la autonomía universitaria, entre 
lo que destaca la autodeterminación académica de la universidad públi-
ca para regular normativamente todo lo relativo al ingreso, promoción 
y permanencia del personal académico. 

De esa primera parte de dicha fracción del precepto constitucional 
se desprende el reconocimiento a la universidad pública a su facul-
tad de autonormación en lo relativo a todas las relaciones jurídicas 
universitarias, a excepción de las laborales. Es decir, a la universidad 
pública corresponde en exclusiva regular las cuestiones académicas, 
electorales, disciplinarias, administrativas, contractuales, de propie-
dad intelectual, de consumo, entre otras, sin más límite que respetar 
el orden jurídico nacional, tal como lo precisó jurisprudencialmen-
te  la SCJN.

En cambio, la segunda parte de la fracción se refiere de manera espe-
cífica a las relaciones laborales de las universidades con el personal aca-
démico y el personal administrativo. De esa segunda parte se desprende 
el acotamiento en el ámbito laboral, a la facultad de autonormación de 
la universidad pública, a fin de que las relaciones laborales universita-
rias se ajusten a lo establecido en el apartado A del artículo 123 de la 
Constitución. En este ámbito sería inconstitucional que la universidad 
pública, so pretexto de su facultad de autonormación estableciera nor-
mas contrarias al precepto laboral constitucional o al capítulo XVII del 
título sexto de la LFT, que regula el trabajo en las universidades e ins-
tituciones de educación superior autónomas por ley (artículos 353-J al 
353-U).

»» En la distinción que hicimos de las normas universitarias, entre normas 
sustantivas y normas adjetivas o procedimentales (supra capítulo prime-
ro, apartado I,1.3), para efectos de determinar la competencia de los tri-
bunales, concluimos que las primeras derivan de la Constitución y de la 
LO y que corresponde a la universidad pública con base a la autonomía 
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universitaria establecer en su ordenamiento interno las reglas que den 
contenido a las cuatro vertientes que se desprenden de ese principio 
constitucional. De esa manera compete a la universidad pública esta-
blecer la normatividad en materia de: a) ingreso, promoción y definiti-
vidad de su personal académico, b) la forma de gobierno, c) el esquema 
administrativo y manejo presupuestal, y d) la creación y modificación 
de la normatividad interna en todas las materias. 

Las únicas limitantes a esas facultades reconocidas a la universidad 
pública, como se ha señalado, es que se respete la Constitución y el pro-
pio ordenamiento universitario. De esa manera, los actos y resoluciones 
universitarias en esos rubros, no son revisables por ninguna autoridad. 
La única salvedad será la revisión jurisdiccional en los casos en que no 
se respete la norma universitaria (exceso de facultades de una autoridad 
universitaria, no respeto a los derechos universitarios establecidos en la 
normatividad) o se violenten las reglas procedimentales establecidas en 
la propia legislación universitaria.

En este punto, de nuevo hay que hacer referencia a la resolución del 
24 de junio de 2009, que reconoce la exclusividad de la competencia 
legislativa universitaria, la cual deviene del artículo 3° constitucional 
y ha sido desglosada por la SCJN en diversas tesis de jurisprudencia. Ya 
explicamos en el capítulo anterior que la facultad legislativa de la uni-
versidad pública  tiene la característica de ser exclusiva, amplia e irres-
tricta (supra capítulo tercero, punto III, 3.4, A). 

»» En el caso de la cuestión académica, se trata de una norma sustan-
tiva que deriva del texto constitucional, por lo que al cumplirse la 
condición jurisprudencial de observar y respetar las normas univer-
sitarias internas,  no ha lugar a admitir la revisión de una instancia 
ajena a la universidad pública. Lo académico no admite confusión 
con la materia laboral, ya que si bien ésta también es una norma sus-
tantiva universitaria, la misma está acotada a lo establecido en la 
LFT. Esto implica que tales reglas no pueden ser extensivas a todas 
las relaciones universitarias no laborales, de manera particular a las 
relaciones académicas.

»» En ese orden de ideas, es muy claro que la autoridad jurisdiccional 
laboral tiene vedado conocer de asuntos que involucren la materia 
académica ni de las relaciones académicas universitarias. El hacerlo 
torna en inconstitucional su actuación por violentar la autonomía 
universitaria. 
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El espíritu de la autodeterminación académica que deriva de la au-
tonomía universitaria trae como conclusión que tratándose del ingreso, 
promoción y definitividad del personal académico, el criterio acadé-
mico -del que tiene la exclusividad la universidad pública- tiene natu-
raleza diferente al criterio laboral -del que es competente la autoridad 
jurisdiccional-.

»» La obligada adecuación que se hizo a la LFT con motivo de la reforma 
constitucional del 9 de junio de 1980 al artículo 3° constitucional, con-
dujo a adicionar dicho ordenamiento laboral, el 20 de octubre del mis-
mo año, con el capítulo XVII del título sexto, para regular el trabajo en 
las universidades e instituciones de educación superior autónomas por 
ley (artículos 353-J al 353-U).

En el primero de los preceptos de ese capítulo (artículo 353-J) se  rei-
tera lo establecido en el artículo 3° constitucional de que las relaciones 
laborales de los trabajadores universitarios deben estar en concordancia 
con la autonomía universitaria. 

De manera expresa, en la exposición de motivos de la reforma de 
1980 a la LFT, se estableció que:

“… la autonomía y los derechos laborales deben ser aspec-
tos complementarios en la vida de las comunidades univer-
sitarias. Entre ellos no debe haber oposición ni tampoco 
primacía de uno sobre otro…”

Tanto el órgano revisor de la Constitución, como el legislador federal, co-
inciden en que los derechos laborales y la autonomía universitaria tienen 
la misma jerarquía constitucional, por lo que en caso de supuestas diferen-
cias entre ambos, debe buscarse su armonización. No puede haber choque 
o contradicción entre dos preceptos constitucionales.

En el caso de la materia laboral y la materia académica no hay ninguna 
contradicción ni incongruencia legal ni constitucional. Lo que hay es una 
falta de entendimiento por parte de las instancias jurisdiccionales y admi-
nistrativas de lo que comprende tanto la zona académica universitaria, 
como la zona laboral universitaria. 

Ambas zonas tienen un alcance diferente, comprenden relaciones jurí-
dicas diferentes, incluyen una estructura competencial diferente y salva-
guardan derechos universitarios diferentes. 

El único nexo de coincidencia entre las dos zonas universitarias se en-
cuentra en el carácter de la norma reguladora: la norma académica uni-
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versitaria y la norma laboral universitaria son normas sustantivas, por 
provenir de la Carta Fundamental  y de la LO universitaria.
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III Relación universidad pública y autoridades 
jurisdiccionales en el ámbito académico  
y en materia laboral. Esquema gráfico

Ante la invasión a lo académico que se viene presentando en algu-
nas resoluciones de los TCC y en los laudos de las JCyA, aparte de 

que deben tenerse claro las dos situaciones que se prevén en el artículo 3° 
constitucional, al que aludimos en el rubro anterior, se requiere precisar, 
por una parte, los contornos y las diferencias entre la materia académica y 
la materia laboral y, por otra parte, lo que son los derechos laborales y los 
derechos académicos.  

La premisa para hacer esa distinción es que las JCyA y los TCC tie-
nen proscrito actuar como jurados académicos. No pueden suplantar ni 
sustituir a los órganos colegiados universitarios. La valoración académica 
es una responsabilidad única y una atribución exclusiva de tales órganos 
colegiados universitarios.

La gravedad de no observar la premisa anterior se refleja en que de no 
ser pares académicos los que realicen la valoración académica, podría pre-
sentarse el supuesto de instancias no universitarias y personas no exper-
tas en materias tan distintas, complejas y emergentes (vgr. nanociencias, 
mecatrónica, genómica, etcétera) decidieran respecto a perfiles y mereci-
mientos académicos, con los consecuentes efectos en la calidad de la en-
señanza y de la investigación.

Sólo los pares académicos están en posibilidad de hacer un análisis cua-
litativo de la currícula de los participantes en un concurso de oposición, 
por ejemplo determinar el valor de las publicaciones; no es lo mismo una 
revista especializada con arbitraje académico de por medio, que otra que 
no tiene esas características. Alguien podría contar con numerosas publi-
caciones en revistas no arbitradas y otro cuyas publicaciones sean menores 
en número, pero en revistas especializadas. Corresponde a los pares acadé-
micos dar el valor a lo presentado por cada participante. 

Para mejor entendimiento y sistematización de esos aspectos, a conti-
nuación se presenta el cuadro que grafica la relación entre la universidad 
pública y los tribunales colegiados de circuito y las juntas de conciliación 
y arbitraje en el rubro académico y en lo laboral.

Universidad
pública

»» Derivan del artículo 3o constitucional y de 
la LO, así como de una relación de trabajo 
especial, prevista en la LFT, pero regulada a 
detalle en la Legislación Universitaria
»» Tienen vinculación ineludible con el ejercicio 
de evaluación académica
»» La evaluación académica la realizan 
órganos colegiados integrados por pares 
»» La evaluación académica acredita 
conocimientos en una disciplina científica, 
en técnicas pedagógicas y en técnicas 
de investigación científica, humanística o 
cultural
»» Requieren cumplir requisitos establecidos 
en la Legislación Universitaria
»» Producen una relación académica entre la 
Universidad y su personal académico
»» Su inobservancia o incumplimiento  -por 
implicar una cuestión académica- lo 
investiga y resuelve un órgano colegiado 
universitario, como última instancia
»» Entre los derechos académicos: derecho 
a año sabático, estímulos académicos, 
promociones académicas, apertura de 
concurso abierto y cerrado, licencias 
académicas

»» Reconocidos en la Constitución y en la 
LFT
»» Producen una relación laboral entre la 
universidad y su personal académico
»» Deben ser compatibles con la autonomía 
universitaria
»» Su inobservancia o incumplimiento lo 
investiga y resuelve la JCyA
»» Entre otros: jornada máxima de labores, 
días de descanso, seguridad social, 
sindicación, salario justo, etcétera

*Los derechos laborales son de obligada  
observancia para la universidad. Representan 
el género
*Los  derechos académicos no cruzan el ám-
bito competencial de los TCC ni de las JCyA, 
por lo que no pueden ser analizados en una 
resolución jurisdiccional. Representan la es-
pecie
En suma, la especie es competencia exclusiva 
de la Universidad; el género es de obligada ob-
servancia para  la  Universidad y es materia de 
la competencia de los TCC y las JCyA

Tribunales Colegiados de Circuito
y

Juntas de Conciliación y Arbitraje

Personal
académico

Competencia laboral

Facultad exclusiva 
de valoración de los 
derechos laborales 
que derivan de la 
Constitución y de la LFT

Derechos laborales

Competencia 
académica:
Ingreso, promoción, 
permanencia, vía 
concurso de oposición

»» Facultad exclusiva de la 
Universidad, por implicar 
valoración académica
»» Autonomía universitaria, 
vertiente de 
autodeterminación 
académica
»» Aplicación de reglas 
establecidas en la 
Legislación Universitaria

Derechos académicos Diferencias
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Del cuadro anterior se desprende lo siguiente:
»» Hay una relación jurídica entre la universidad pública y los TCC y las 
JCyA, respecto al  personal académico universitario.

»» De esa relación jurídica se desprenden competencias exclusivas: la univer-
sidad tiene en exclusividad la competencia académica para hacer la valo-
ración de quienes ingresen a la institución y, en su caso, para determinar a 
quienes decide aprobar su promoción y su definitividad. En cambio, la uni-
versidad no puede resolver diferendos de carácter laboral, que es competen-
cia exclusiva de las instancias laborales y jurisdiccionales72. 

La exclusividad en los ámbitos competenciales genera el impedimento 
jurídico para las autoridades jurisdiccionales laborales de conocer y resolver 
sobre aspectos para los que no tienen facultades legales. Es lo que se conoce 
como incompetencia constitucional de origen73. Ahí se incluye a los tribu-
nales, los cuales no pueden pretextar que en base a su facultad de interpre-
tación de la norma jurídica pueden fijar nuevas reglas en un ordenamiento 
legislativo universitario, o suplantar las facultades de los órganos colegiados 
universitarios que hacen la valoración académica.

»» La exclusividad competencial a favor de la universidad pública en el ám-
bito de las relaciones académicas, de los derechos académicos y de la va-
loración académica deviene de la garantía institucional que deriva de la  
autonomía universitaria, de la que se desprende tanto la facultad de regular 
normativamente esas materias como de resolver todo lo concerniente a las 
mismas. La legislación universitaria es aprobada al amparo de la facultad de 
autorregulación de la universidad pública.

»» La valoración académica implica hacer una evaluación para acreditar 
conocimientos en una disciplina científica, en técnicas pedagógicas y 

72	 Hay que destacar que en la cláusula 119 del CCT se prevé que la Comisión Mixta de 
Vigilancia, integrada por representantes sindicales y de la institución, supervisará la 
correcta aplicación de los procedimientos académicos, particularmente los de selec-
ción, promoción y adscripción. Esto es, se refiere a la cuestión procedimental laboral, 
pero no a la valoración académica. Es una situación previa que internamente busca 
resolver el diferendo laboral antes de recurrir a las instancias laborales y jurisdicciona-
les.    

73	 El concepto de incompetencia de origen se funda en el requerimiento de que toda 
autoridad sea competente objetiva y subjetivamente. La competencia objetiva radica 
en la esfera de atribuciones que la ley delimita a cada autoridad. Las autoridades no 
pueden conocer ni menos resolver de asuntos que les corresponde conocer y resolver 
a otras autoridades o instituciones. Cfr. González Oropeza, Manuel, “Incompetencia 
de origen”, en Enciclopedia Jurídica Mexicana, T. IV, México 2002, pp. 474-477.
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en técnicas de investigación científica, humanística o cultural74. Esa 
evaluación la hacen órganos colegiados integrados por personas con 
conocimientos, experiencia y autoridad en la materia objeto de eva-
luación. Se trata de un ejercicio académico entre pares académicos. El 
sentido común indica que esa valoración no le compete a las instancias 
laborales, las que no tienen  capacidad cognoscitiva para hacerlo.

»» En el caso concreto que se analiza, de acuerdo a la facultad de autodetermina-
ción académica, las personas que no resultan ganadores de un concurso de opo-
sición o que al vencimiento del contrato que firmaron de manera excepcional, 
vía artículo 51 o artículo 46 del EPA, no son recontratados, o que pretenden 
la apertura de un concurso cerrado sin haber ganado un concurso abierto, no 
sufren afectación de derechos laborales -entendidos éstos como los que se esta-
blecen en el texto constitucional y se recogen en la LFT-, pues lo que entra en 
juego en tales supuestos son derechos de índole académico, cuya característica 
fundamental es que son determinados por la legislación universitaria y tienen 
una vinculación ineludible con el ejercicio de evaluación académica.

IV Distinción entre derechos laborales  
y derechos académicos. Cuadro comparativo

Para dar respuesta a la interrogante de cómo se distinguen los derechos 
académicos de los derechos laborales y cuál es la relación que guardan 

entre sí, se hace un comparativo de diferencias:

Derechos laborales Derechos académicos

Son fundamentales e irrenunciables para el tra-
bajador e indisponibles para los patrones

Son de naturaleza sustantiva, en cuanto la uni-
versidad pública puede determinar los requisitos 
para su ejercicio y disfrute

74	 Carrillo Prieto, Ignacio señala que la definición de la naturaleza del trabajo intelec-
tual presenta dificultad: se sostiene que para suministrar trabajo intelectual es preciso 
ejercer capacidades mentales, adquiridas mediante largos estudios con miras al manejo 
de abstracciones … Los trabajadores intelectuales enriquecen el conocimiento como 
creadores e investigadores; lo difunden como profesores y lo ponen a disposición de 
terceros como expertos”, El personal académico en la Legislación Universitaria, UNAM, 
1976, pp. 133-134.  

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                http://biblio.juridicas.unam.mx/bjv Libro completo en:https://goo.gl/TAY35N

DR © 2010. Universidad Nacional Autónoma De México 
Dirección General de Asuntos Jurídicos - http://www.abogadogeneral.unam.mx/



›151‹

TÓPICOS DE DERECHO UNIVERSITARIO capítulo cuarto

Derechos laborales Derechos académicos

Ámbito personal de aplicación: Su reconocimien-
to es constitucional y se establecen en una legis-
lación federal, por lo que es aplicable a todos los 
trabajadores sin distinción 

Ámbito personal de aplicación: Su reconocimien-
to y enumeración se encuentra en la legislación 
universitaria, que sólo es aplicable a miembros 
de la comunidad universitaria y a quienes pre-
tenden ingresar o permanecer en la universidad 
pública 

No entran en el espectro de la autonomía uni-
versitaria, ya que la universidad pública debe ob-
servar lo previsto en el artículo 123 constitucio-
nal y en la LFT  

Son materia de la vertiente de autorregulación 
de la autonomía universitaria, en cuanto la uni-
versidad pública determina en exclusiva su con-
tenido

Pueden ser de carácter individual y de carácter 
colectivo Son de naturaleza individual

Derivan de una relación de trabajo general y, por 
excepción, de una relación de trabajo especial   

La relación de trabajo especial surge del reco-
nocimiento del derecho a una persona con cali-
dad académica 

Son el género, aunque por ser fundamentales 
son de observancia obligatoria en la relación de 
trabajo universitario   

Son la especie, empero por ser sustantivos, só-
lo son exigibles en la relación de trabajo univer-
sitario 

Ámbito espacial de aplicación: Son de aplicación 
general 

Ámbito espacial de aplicación: Son de aplicación 
especial, en cuanto se constriñe al ámbito de la 
universidad pública

Al catalogar a los derechos laborales como el género y a los derechos acadé-
micos como la especie, es dable concluir que mientras los derechos laborales 
están inmersos de manera ineludible en los derechos académicos, éstos no 
están inmersos en los derechos laborales, pues se trata de un trabajo califi-
cado por la LFT como especial, cuyo contenido lo determina en exclusiva la 
universidad pública.

En esa relación género-especie que se presenta entre los derechos labo-
rales y los derechos académicos se presenta una doble consecuencia:
»» Durante el tiempo en que exista el vínculo jurídico entre la universi-
dad pública y una persona académica-universitaria, se deben respetar 
en su totalidad los derechos laborales. Esto es, hasta antes de la resolu-
ción del órgano colegiado que conoce del concurso de oposición o pre-
vio a la terminación de plazo de duración del contrato celebrado vía 
artículo 51 o artículo 46 del EPA, la universidad pública está obligada 
a respetar todos los derechos laborales (constitucionales, legales y con-
tractuales colectivos) de quien está participando en un concurso o de 
quien está próximo al vencimiento del plazo de duración de un contra-
to, vgr. salario, días de descanso obligatorio, vacaciones, etcétera. La 
única salvedad será en los supuestos de rescisión en que pueda incurrir 
el académico, en los cuales no tiene esa salvaguarda protectora de sus 
derechos laborales. 
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»» Lo que no es viable jurídicamente es que alguien que no cumple la condi-
ción sine qua non de acreditar la evaluación académica, pretenda que le re-
conozcan derechos académicos que no han surgido a su favor, y que lo 
haga tratando de asimilarlos con derechos laborales, pues ya quedo claro 
que se trata de categorías de derechos diferentes entre sí. Esto significaría 
que la evaluación académica negativa y la resolución de no aptitud aca-
démica para el desempeño de actividades académicas se tradujera en per-
manencia laboral, trayendo consecuencias de índole social, al condenar a 
generaciones de alumnos a la baja calidad de su enseñanza y a la falta de 
producción de conocimientos y, por ende, de difusión de la cultura, a que 
está obligada la universidad frente a la sociedad.  

De esa manera no resulta procedente la pretensión de una persona de 
adquirir definitividad académica por la vía laboral, sin haber participa-
do ni resultar ganador de un concurso de oposición. 

Tampoco es procedente recurrir a esa vía laboral para impugnar una 
resolución académica, la cual tiene que ser resuelta de manera definiti-
va en los términos previstos en la legislación universitaria.

4.1 Puntos para superar la confusión 
entre derechos laborales y derechos académicos

La confusión que se ha generado entre los administradores de justicia la-
boral se puede resolver de una manera lógica, en los siguientes términos:

Primero. Precisar que la autonomía universitaria se traduce en la facul-
tad de la universidad pública de determinar libremente los requisitos de 
ingreso, permanencia y promoción de su personal académico. En ese sen-
tido, el artículo 14 de la Ley Orgánica75 y el EPA definieron como con-
dición sine qua non que quien pretenda ingresar a la universidad lo deba 
hacer previo concurso de oposición en el que acredite los conocimientos 
exigidos por la entidad académica universitaria.

75	 El artículo 14 de la LO establece: “Las designaciones definitivas de profesores e in-
vestigadores, deberán hacerse mediante oposición o por procedimientos igualmente 
idóneos para comprobar la capacidad de los candidatos y se atenderá a la mayor bre-
vedad posible, a la creación del cuerpo de profesores e investigadores de carrera. Para 
los nombramientos, no se establecerán limitaciones derivadas de posición ideológica 
de los candidatos, ni ésta será causa que motive la remoción. 
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Segundo. Recurrir a la propia LFT, cuyo artículo 353-L de manera expresa 
y clara establece que: 

“Corresponde exclusivamente a las universidades o insti-
tuciones autónomas por ley regular los aspectos académi-
cos. Para que un trabajador académico pueda considerarse 
sujeto a una relación laboral por tiempo indeterminado, 
además de que la tarea que realice tenga ese carácter, es ne-
cesario que sea aprobado en la evaluación académica que 
efectúe el órgano competente conforme a los requisitos y 
procedimientos que las propias universidades o institucio-
nes establezcan” 76

Este precepto de la LFT está acompasado con el EPA, el cual fue expedido an-
tes de la reforma de 1980, al artículo 3° constitucional y a la reforma a la pro-
pia LFT, de ese mismo año. El EPA se aprobó en el tiempo en que la LO de 
la UNAM, que data de 1945, reconocía autonomía plena a la universidad. Es 
decir, bajo un enfoque histórico, la atribución de exclusividad de la UNAM 
en el ámbito académico fue reconocida a nivel constitucional con posteriori-
dad a lo que ya establecía la universidad en su legislación interna, con base a 
lo que el legislador federal le facultó en la ley orgánica.

Tercero. Al elevar a rango constitucional el principio de autonomía universi-
taria y reconocerle el carácter de garantía institucional por parte de la SCJN, 
lo que se hizo fue fortalecer la facultad de autodeterminación académica, es 
decir, de establecer en su legislación interna, los términos y condiciones para 
ingresar con la calidad de académico a la universidad, así como para perma-
necer en ella y obtener definitividad. 

En las tres opciones subyace la evaluación académica, como elemento 

76	 Un análisis del precepto lo hace Carrillo Prieto, Ignacio, quien señala que el deslinde 
inicial del precepto va dirigido a sustraer del régimen de negociación o convención 
colectiva los aspectos académicos. En el segundo párrafo se incluye una doble condi-
ción: a) que la tarea académica que realice el trabajador intelectual suponga la satis-
facción de una necesidad institucional permanente y no sólo ocasional o contingente, 
lo que implica que de los planes y programas de la institución se derive un requeri-
miento continuo de la actividad, b) que el trabajador intelectual sea aprobado en la 
evaluación académica que efectúe el órgano competente, conforme a los requisitos y 
procedimientos que las propias universidades o instituciones establezcan, op cit. pp. 
42-43.
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imprescindible de valoración para determinar el resultado en cada caso 
particular. La evaluación académica debe entenderse como el ejercicio de 
revisión de conocimientos en una materia de las áreas científica, humanís-
tica o cultural, a cargo de un órgano colegiado universitario, para resolver 
si una persona determinada tiene la capacidad de prestar servicios de ca-
rácter académico a nombre y por cuenta de la universidad. 

Corresponde en exclusiva al órgano colegiado establecer el tipo de exá-
menes a acreditar, sean oral, escrito, de elaboración de proyecto de inves-
tigación, de exposición frente a grupo, de análisis de casos, de práctica de 
laboratorio, etcétera. La única limitante que tiene el órgano colegiado es 
que tales exámenes se correspondan con la materia objeto de la convoca-
toria y con el perfil académico de los participantes. 

En la autodeterminación académica se incluyen las reglas de apertura 
de los concursos de oposición y las reglas para calificar a éste como “cosa 
juzgada”, es decir, que luego de resolverse los recursos académicos corres-
pondientes, se dicte la resolución académica definitiva, que no admitirá 
revisión alguna de parte de ninguna instancia interna ni externa a la uni-
versidad pública.

Cuarto. Si bien el EG es el ordenamiento jurídico más importante para la 
UNAM, el EPA es el ordenamiento especial universitario que prevé las 
condiciones académicas de su personal, incluye los procedimientos, los 
requisitos, los términos, los órganos competentes, los recursos de revisión 
e impugnación de las resoluciones. Es decir, el EPA incluye todo el anda-
miaje jurídico para dar seguridad jurídica a los participantes en los con-
cursos de oposición; es una evidencia de que la legislación universitaria 
observa los principios generales del derecho. 

La regulación del EPA en materia de concursos de oposición se puede 
calificar de sistema jurídico de ingreso, permanencia y promoción aca-
démica en la UNAM, pues incluye el perfil de quiénes pueden ingresar, 
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cómo ingresar, cuándo ingresar,  quiénes determinan el ingreso, así como 
los mecanismos de defensa académica para quienes no se sienten confor-
mes con el resultado del concurso de oposición.

Quinto. En la cláusula 1 del CCT de la UNAM con su personal académi-
co se establece expresamente que “Los aspectos de carácter exclusivamen-
te académico quedan reservados a la UNAM, en los términos del artículo 
3° fracción VII, constitucional, así como la legislación universitaria y la-
boral aplicables”. Es decir, hay un reconocimiento a la facultad exclusiva 
de la universidad de determinar todo lo relativo a las cuestiones académi-
cas. No hay excepción alguna77. 

La simple lectura de esta cláusula haría nugatoria cualquier pretensión de 
hacer valer derechos laborales en terrenos estrictamente académicos. Sin em-
bargo, las instancias laborales, entre otras cosas, no ven con claridad esa cláu-
sula y admiten demandas de personas que pretextan despidos injustificados en 
casos en los que la evaluación académica les resulta desfavorable, sea en un 
concurso de oposición o para la continuación de un contrato académico. 

Sexto. Para el caso concreto de la vía de excepción para ingresar a la universi-
dad, establecida en los artículos 51 y 46 del EPA, es preciso destacar que quien 
es contratado en esos términos conlleva el consentimiento sobre los términos 
y condiciones académicas de ingreso a la universidad. Es decir, acepta que sólo 
a través de un concurso de oposición puede adquirir definitividad académica 
y no a través de un supuesta vía laboral. Se puede calificar esa aceptación de 
quien  firma el contrato como un acto consentido, que hace improcedente 
cualquier pretensión jurídica de ingresar a la universidad por una vía diferen-
te a la establecida en la legislación universitaria.

En el mismo tenor, se encuentra quien se presenta a un concurso de oposi-
ción. Al conocer la convocatoria pública y hacer los trámites para participar 
en el concurso está manifestando su consentimiento de someterse a una eva-

77	“La contratación colectiva se caracteriza por excluir del alcance de la negociación co-
lectiva las cuestiones académicas. Su justificación estriba en la necesidad de que este 
tipo de cuestiones sean resueltas por órganos técnicos idóneos, libres de toda presión 
o restricción política, económica, social o jurídica, para que las universidades puedan 
cumplir eficientemente sus fines de educación, investigación y, en su caso, de difusión 
de la cultura”. Orozco Henríquez, Jesús, “La contratación colectiva y la selección, 
promoción y definitividad del personal académico en las universidades de México y 
los Estados Unidos”, en La contratación colectiva del personal académico en el Derecho 
Comparado, México, UNAM, 1982, p. 164.
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luación académica en la cual la última decisión queda en manos de una ins-
tancia universitaria. De nuevo se trata de un acto consentido. 

Séptimo. Desde una perspectiva educativa, el que la valoración acadé-
mica quede en manos del juzgador laboral atenta en contra de uno de los 
fines de la universidad pública, la de ofrecer a la sociedad mexicana una 
educación superior de calidad. Es evidente que las “resoluciones académi-
cas” de las instancias laborales provocan un resquebrajamiento en el rigor 
de la evaluación académica, ya que vienen a sustituir -sin tener los cono-
cimientos académicos necesarios-, a los órganos colegiados universitarios 
que son integrados en función de su perfil, experiencia y conocimientos 
en la materia objeto de la evaluación académica.

Hay una incidencia negativa en el proceso enseñanza-aprendizaje cuan-
do una de las partes de la relación educativa, a pesar de no acreditar la va-
loración académica, permanece en dicha relación como resultado de un 
criterio no académico. Ya se señalaron las graves consecuencias sociales 
que esto acarrea: la pésima educación, la deficiente investigación y el con-
secuente atraso para el país. 

Octavo. Hay que hacer valer la tesis de jurisprudencia de la Cuarta Sala de 
la SCJN en la que se reconoce como ineludible la obligación para quien 
pretenda ingresar a la universidad de someterse a examen de oposición. Se 
transcribe el criterio jurisprudencial: 

UNIVERSIDAD NACIONAL AUTÓNOMA DE 
MÉXICO, NOMBRAMIENTOS Y CONTRATOS 
DEL PERSONAL DOCENTE DE LA. SE RIGEN 
POR LA LEY ORGÁNICA, ESTATUTOS Y RE-
GLAMENTOS DE LA PROPIA INSTITUCIÓN.
Las características de los nombramiento y contratos que rigen 
la situación jurídica del personal docente en la Universidad 
Nacional Autónoma de México, se encuentran reguladas por 
las disposiciones de la ley orgánica de dicha institución y de 
los estatutos y reglamentos que de la propia ley emanan, los 
cuales, en la parte conducente, indican los procedimientos in-
ternos para que las designaciones de profesores e investigado-
res adquieran el carácter de definitividad, exigiéndose en todo 
caso el cumplimiento de los requisitos de prueba de oposi-
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ción o procedimientos igualmente idóneos para comprobar 
la capacidad de los contratados.

SJF, 7ª Época, Vols. 133-138, Quinta Parte, Cuarta Sala, p. 121. Apén-
dice 1917-1985, Quinta Parte, Cuarta Sala, tesis 331, p. 299.

De la tesis anterior se desprenden dos aspectos fundamentales:
»» La regulación de todo lo relativo a la cuestión académica en la universi-

dad se encuentra en la legislación universitaria. En ésta se incluyen los 
métodos, los órganos y los mecanismos para que alguien adquiera defi-
nitividad académica.

»» Se entiende que la definitividad es de índole académica, por dos ra-
zones: a) se reconoce como condición sine qua non, lo establecido 
en la legislación universitaria de que el ingreso a la institución y la 
adquisición de definitividad es a través de concurso de oposición, y 
b) el concurso de oposición tiene como objetivo acreditar conoci-
mientos y capacidades académicas del personal universitario. Esta es 
la mejor garantía para la mejor preparación de los alumnos univer-
sitarios, para el fortalecimiento de la investigación científica, hu-
manística y cultural en la UNAM y, por ende, para coadyuvar en la 
búsqueda de mejores soluciones a los grandes problemas del país.  

Por otra parte, también se requiere hacer valer un criterio de jurispruden-
cia del 5° Tribunal Colegiado de Circuito, que establece lo siguiente:

UNIVERSIDAD NACIONAL AUTÓNOMA DE 
MÉXICO, POTESTAD PARA DETERMINAR LOS 
CRITERIOS DE ELECCIÓN DE SU PERSONAL 
ACADÉMICO.
En virtud de su autonomía, la Universidad Nacional 
Autónoma de México, en términos de los artículos 3o., 
fracción VIII constitucional y 353, de la Ley Federal 
del Trabajo, tiene la potestad para fijar, no sólo las con-
diciones de ingreso, promoción y permanencia de su 
personal académico, mediante las disposiciones de su 
Ley Orgánica, los estatutos y reglamentos que de aqué-
lla emanen, sino también el arbitrio para determinar 
los criterios de valoración establecidos en el artículo 
68 del Estatuto del Personal Académico, cuál o cuá-
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les tomarán en cuenta al formular sus dictámenes las 
diversas comisiones encargadas de seleccionar al ga-
nador del concurso de oposición correspondiente, de 
acuerdo con sus necesidades de institución dedicada 
a la enseñanza.
SJF, 8ª Época, Vol. II, Segunda parte, julio-diciembre 1988, p. 612, 
Quinto Tribunal Colegiado de Circuito en Materia de Trabajo del Pri-
mer Circuito, Amparo directo 5530/87.

De la tesis anterior se desprenden dos aspectos fundamentales:
»» El reconocimiento de la facultad exclusiva de la universidad (“potestad”) 

para regular legislativamente las condiciones académicas de su personal. 
Esto implica que ninguna instancia externa a la universidad puede influir, 
determinar o resolver los aspectos de carácter académico.

»» El reconocimiento a los órganos colegiados universitarios encargados 
de los procesos de valoración académica (concursos de oposición) de 
contar con arbitrio exclusivo para conocer y resolver de tales procesos. 
Esto implica que las decisiones colegiadas cuenten con dosis de subje-
tividad, las cuales no pueden ser cuestionadas por instancias externas a 
la universidad.

4.2  Manifestaciones de la facultad  
de autodeterminación académica 

Al correlacionar los criterios jurisprudenciales transcritos y desglosados, 
con el principio de la autonomía universitaria en la vertiente de autode-
terminación académica, se pueden distinguir  cuatro manifestaciones in-
objetables de la facultad de autodeterminación académica:
»» La evaluación académica es la única fórmula establecida por la uni-
versidad pública en su legislación interna, para fijar los términos de in-
greso, promoción y permanencia de su personal académico, acorde a lo 
establecido en el artículo 3° constitucional. 

»» La evaluación académica es una facultad exclusiva reconocida a la uni-
versidad para decidir sobre los requisitos de ingreso, promoción y per-
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manencia. Esta última se identifica con la definitividad académica.  
»» El concurso de oposición es el único mecanismo reconocido en la le-
gislación universitaria para que una persona ingrese a la universidad y 
adquiera definitividad. Ésta se corresponde en sus efectos con la estabi-
lidad en el empleo, que es uno de los principios fundamentales en las 
relaciones laborales.

»» El órgano colegiado competente -integrado por pares- es la única auto-
ridad universitaria que puede realizar la evaluación académica y decidir 
sobre la definitividad académica.
En el anexo 2 de este capítulo se hace un esquema general gráfico de lo 

que representa la autodeterminación académica universitaria y la conse-
cuencia de su inobservancia.
4.3 Principios fundamentales de la evaluación  
académica y del concurso de oposición 

Entre los principios fundamentales de la evaluación académica desta-
can los siguientes:
»» Que la evaluación la realice un órgano colegiado. Con esa fórmula se evi-

tan las decisiones unipersonales, que pueden estar llenas de subjetividad,
»» Que exista un procedimiento de revisión de la decisión académica, a 
cargo de otro órgano colegiado, y

»» Que exista igualdad de condiciones entre los participantes al con-
curso de oposición, es decir, que se sometan al mismo número de 
pruebas, los mismos tiempos de desahogo, el mismo programa aca-
démico, etcétera.

El concurso de oposición tiene un doble enfoque de análisis:
»» Su apertura es facultad de la autoridad universitaria, lo que implica la 

obligación de revisar que se cuente con las condiciones necesarias (par-
tida presupuestal, vacantes de plazas, etcétera), y 

»» El derecho del universitario de solicitar la apertura. Dentro de la cla-
sificación de los derechos de los universitarios, la solicitud de apertura 
de concurso es un derecho que hemos denominado sustantivo, el cual 
se caracteriza por ser indisponible para la autoridad universitaria, pero 
cuyo ejercicio requiere el cumplimiento de requisitos establecidos en la 
legislación universitaria78.   

78	 Para el análisis de los derechos universitarios del personal académico, vid. González 
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La propia legislación prevé los supuestos en los cuales  se tiene que 
solicitar la apertura de un concurso de oposición, vgr. el artículo 48 del 
EPA establece que los profesores de asignatura interinos tienen la obli-
gación de presentarse al concurso de oposición que se abra en la mate-
ria que impartan. 

Fuera de ese supuesto, ante la solicitud de un académico de que se aper-
ture un concurso de oposición surge la interrogante de si hay la obligación 
de la institución de abrirlo. Esto no debería generar duda, sin embargo, la 
cuestión radica en la cuestión presupuestal de contar o no con los recursos 
suficientes, lo que puede condicionar la respuesta institucional. 

V Carácter especial del trabajo académico  
dentro de la Ley Federal del Trabajo

Ya se dijo que la LFT califica de trabajo especial al trabajo académico de 
los  universitarios. Si bien en el rubro anterior se hizo un comparativo de 
las diferencias entre derechos laborales y derechos académicos, ahora es 
necesario cotejar las características de la relación académica universitaria 
y de la relación de trabajo en general:

Relación laboral en general Relación académica universitaria

Se cuenta con definición legal (artículo 20 LFT) 
y con una referencia expresa en el texto cons-
titucional

Su definición se desprende de manera implícita de 
la Legislación Universitaria, aprobada al amparo de 
la autonomía universitaria 

Refleja un vínculo jurídico entre un patrón y un 
trabajador

Refleja un vínculo jurídico entre la universidad pú-
blica y un miembro de la comunidad universitaria, 
quien necesariamente forma parte del personal 
académico en cualquiera de sus categorías (profe-
sor, investigador, técnico académico, ayudante de 
profesor o de investigador)

Surge generalmente por un acto jurídico con-
tractual

Se origina de un procedimiento de concurso de 
oposición. De manera excepcional se prevé que la 
relación académica universitaria surja de un con-
trato por obra determinada o de servicios profe-
sionales, sin que del mismo derive la definitividad 
académica

Pérez, Luis Raúl, y Guadarrama López, Enrique, op. cit., pp. 67-68, y anexo dos del 
propio libro.
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Se materializa en un contrato individual 
Se materializa en un nombramiento académico, en 
la categoría académica en la que resulta ganador 
del concurso de oposición

Prestación de un trabajo personal (generalmen-
te material)

Prestación de un trabajo personal (generalmen-
te intelectual), sea de docencia o de investiga-
ción, vinculado a los fines y funciones de la uni-
versidad 

Subordinado a una persona (denominado pa-
trón)

Supeditado a los programas académicos estableci-
dos por la universidad, con respeto a la libertad de 
cátedra, de investigación, de pensamiento

Mediante el pago de un salario Mediante el pago de un salario

La estabilidad laboral no requiere una condi-
ción sine qua non, salvo que el patrón establez-
ca un plazo determinado

Para obtener la definitividad como trabajador acadé-
mico se requiere cumplir la condición sine qua non 
de aprobar una evaluación académica, es decir, acre-
ditar conocimientos en una disciplina científica, en 
técnicas pedagógicas y en  técnicas de investigación 
científica, humanística o cultural. La definitividad se 
conceptualiza como una calidad académica

Hay definición legal de trabajador académico: es 
la persona física que presta servicios de docen-
cia o investigación a una universidad (artículo 353-
K LFT)

Del cuadro anterior se pueden desprender varias conclusiones:
»» La especialidad de la actividad académica universitaria y de la relación 
jurídica académica genera que existan características adicionales e in-
clusive distintas a las de una relación jurídica laboral en general, vgr. no 
se reconoce como válida jurídicamente una relación académica verbal, 
pues ésta implica una valoración previa. En el ámbito laboral si se reco-
noce una relación verbal. 

»» Lo especial del trabajo académico no implica discrecionalidad para la 
universidad pública, sino que debe observar los lineamientos que el le-
gislador le impuso. Esto es, la normatividad interna universitaria podrá 
fijar libremente los términos y condiciones de la actividad académica, 
atento a los principios básicos establecidos en la LFT para el trabajo es-
pecial en las universidades, entre otros, que la definitividad se adquie-
ra previa aprobación de la evaluación académica, que la contratación 
pueda ser de tiempo completo o de medio tiempo o que los trabajadores 
académicos que se dediquen exclusivamente a la docencia puedan ser 
contratados por hora clase. 

»» Así como el principio de la autonomía universitaria tiene fijados dos 
grandes límites (respetar el orden jurídico nacional y los fines de do-
cencia, investigación y extensión de la cultura), así también el propio 
principio de la autonomía universitaria en la vertiente de la autodeter-
minación académica tiene delimitaciones legales. 
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Esto impide que las normas que emita una universidad pública pue-
dan ser aprobadas de manera arbitraria. En este sentido, el escudo de la 
autonomía universitaria no es suficiente para que una universidad esta-
blezca reglas procedimentales académicas violatorias del orden jurídico 
universitario y nacional. 

VI Distinción entre interinato laboral e interinato 
académico. Cuadro comparativo

Toda vez que la Constitución y la LFT refieren expresamente como facul-
tad exclusiva de la universidad pública la determinación de los términos 

y condiciones para el ingreso, promoción y definitividad del personal acadé-
mico, se requiere hacer una sistematización del contenido del EPA, que es 
donde se materializa esa facultad exclusiva de la universidad para distinguir 
los tipos de concursos de oposición, las categorías académicas de los universi-
tarios participantes en los concursos, la terminología académica utilizada, así 
como las consecuencias jurídicas académicas de participar en un concurso de 
oposición tanto de resultar o no ganador. Al respecto, un esquema general del 
contenido y alcance de los concursos de oposición en el EPA, se hace en el 
anexo que se acompaña al final de este capítulo.

Uno de los aspectos que requieren precisarse y que también ha abonado a 
la confusión entre las instancias jurisdiccionales y administrativas es el relati-
vo al interinato académico y a la definitividad académica, a las que también 
dichas instancias pretenden equiparar con la connotación que ambas expre-
siones -interinato y definitividad- tienen en el terreno laboral. 

Dentro del EPA se utiliza la expresión “interino”, para distinguirla de 
la “definitividad”. Ambas expresiones se ubican en el ámbito de los dere-
chos académicos. 

En el caso de la definitividad, la expresión identifica primeramente al 
personal académico que ha participado y ha resultado ganador en un con-
curso de oposición. Aquí hay una circunstancia especial tratándose de 
profesores de carrera y de investigadores, para quienes la legislación es-
tablece que la definitividad la alcanzan luego de participar y ganar dos 
concursos de oposición, uno abierto del que de resultar vencedor se le re-
conoce la calidad de “interino” y otro cerrado en el que participa sólo el 
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académico interino que antes ganó un concurso abierto y que de resultar 
vencedor en el segundo concurso adquiere la definitividad.

En cambio, la expresión “interino” en el caso del personal académico que 
no es de carrera, así como los profesores de asignatura, se refiere a quien no ha 
participado en un concurso de oposición abierto o que de haber participado 
en uno no resultó ganador. En caso de los profesores de asignatura, el Consejo 
Técnico respectivo ratifica el nombramiento de interino propuesto por el di-
rector de la entidad académica (artículo 46 EPA). 

Es claro que la doble utilización de la expresión “interino” dentro del 
EPA también ha abonado a la confusión de lo laboral con lo académico. 

Sin embargo, a pesar del criterio de distinción estrictamente académi-
ca, la utilización de tales expresiones ha sido parte del problema de con-
fusión entre las autoridades laborales, pues suele identificarse la calidad de 
“interino académico”, que es una expresión académica propia de la uni-
versidad, con la calidad de interino, a que alude la LFT. 

En esa medida, para desentrañar la confusión, resulta imprescindible es-
tablecer la diferencia entre “interinato académico” e “interinato laboral”. 
Al respecto, se hace un comparativo de diferencias:

Interinato laboral Interinato académico

Es la relación jurídica que surge en-
tre un patrón y un trabajador, en la 
que no hay la característica de esta-
bilidad en el empleo 

La calidad de interino se adquiere por una doble hipótesis:
›todo profesor de asignatura que es contratado de manera 
excepcional bajo el esquema del artículo 46 del EPA,
›todo personal académico de carrera que resulta ganador 
de un concurso de oposición abierto, pero que aún no par-
ticipa o no ha resultado ganador de un concurso de oposi-
ción cerrado.
El contrato a que alude el artículo 51 del EPA es un contrato 
de excepción, cuyo vencimiento no genera renovación.
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Interinato laboral Interinato académico

Es una relación jurídica laboral con 
una temporalidad determinada, al tér-
mino de la cual no hay obligación pa-
ra el patrón de prorrogar el contrato, 
ni de incorporarlo a la plantilla de tra-
bajadores definitivos  

Los trabajadores académicos contratados bajo el esquema 
de los artículos 51 y 46 (profesores de asignatura) no tienen 
el derecho de obtener la definitividad bajo ninguna circuns-
tancia que pretendiera hacerse valer (transcurso del tiem-
po, obtener premios académicos, cumplir con las obligacio-
nes académicas, tener buen desempeño académico, escri-
bir libros etcétera). 

Es condición sine qua non  para obtener la definitividad el 
participar y resultar ganador de un concurso de oposición 
abierto. 

En los casos de interinato, al vencimiento del contrato no 
hay obligación para la universidad de prorrogarlo ni de abrir 
un concurso de oposición, aunque el personal interino podría 
participar en un concurso que abra la institución. Igualmen-
te, en caso de los profesores de asignatura al transcurso de 
los tres años tienen el derecho de que se abra un concurso 
de oposición para ingreso (artículo 48 EPA).

El personal académico de carrera que ya resultó ganador de 
un concurso de oposición abierto (técnicos académicos, pro-
fesores de carrera, investigadores), sólo les resta participar 
y resultar ganadores de un concurso de oposición cerrado, 
el cual  sólo se apertura para cada uno de ellos en lo indivi-
dual, para obtener la definitividad académica.

Suele tener ese carácter aquel traba-
jador que es sustituto de uno que tie-
ne la “base” laboral

Los interinos académicos pueden ser contratados para cual-
quiera de tres hipótesis:
›cuando no exista un profesor de asignatura definitivo en la 
materia (art. 46 EPA). Es una suerte de sustitución,
›cuando se declara un concurso desierto, para la realización 
de una obra determinada (art. 49 EPA),
›cuando se requiera aumento de personal académico, para 
la prestación de servicios profesionales (art. 49 EPA). 

La relación laboral de un trabajador 
que tiene el carácter de interino pue-
de continuar en tanto subsista la ma-
teria de trabajo 

No hay obligación para la universidad de continuar con la re-
lación jurídica académica al vencimiento del plazo del interi-
nato, a pesar de que subsista la materia de trabajo. Esto se 
debe a que el académico interino está sujeto a una evalua-
ción académica por parte de un órgano colegiado. Esto se 
desprende del artículo 353-L de la LFT.

No hay correspondencia directa de la 
relación laboral con la función educa-
tiva en el país

Al establecer la actividad académica como trabajo especial, 
el legislador quiso proteger la calidad de la enseñanza y de 
la investigación. Hay claramente un enfoque social. Así lo ha 
reconocido la jurisprudencia de la SCJN. 

VII Consideraciones a la tesis de jurisprudencia 
derivada de la Contradicción 52/2002
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Parte de la confusión existente en los órganos jurisdiccionales laborales, 
acerca del contenido, alcance y diferencias entre la zona laboral y la zona 

académica dentro de la universidad pública, se origina por el sentido de la re-
solución dictada en la contradicción de tesis 52/2002, que derivó de los cri-
terios sustentados por los TCC primero y segundo en materia de trabajo del 
tercer circuito y que dio origen a la tesis de jurisprudencia 2ª/J102/2002.

Se trata de una tesis de jurisprudencia ambivalente, ya que al tiempo en 
que se reiteran aspectos de la autonomía universitaria, se abonan contra-
dicciones jurídico-conceptuales. 

Para analizar el contenido de la tesis, primeramente se le transcribe. A 
continuación se destacan los aspectos de la tesis que ratifican el alcance de 
la autonomía universitaria, en los que se hacen comentarios relacionados 
con lo laboral y con lo académico, buscando proporcionar mayores ele-
mentos de claridad. Después se hace énfasis en los aspectos cuya impreci-
sión constitucional ha provocado el tema de invasión laboral en el ámbito 
académico en la universidad pública y se plantean las razones de la impre-
cisión y, en su caso, la contradicción en el criterio jurisprudencial. 

UNIVERSIDADES E INSTITUCIONES DE EDU-
CACIÓN SUPERIOR AUTÓNOMAS POR LEY. LOS 
CONFLICTOS ORIGINADOS CON MOTIVO DE 
LAS RELACIONES LABORALES CON SU PERSO-
NAL ADMINISTRATIVO Y ACADÉMICO, DEBEN 
RESOLVERSE POR LAS JUNTAS DE CONCILIA-
CIÓN Y ARBITRAJE.
Las relaciones de trabajo entre las universidades e institucio-
nes de educación superior autónomas por ley y su personal 
administrativo y académico, están sujetas a las disposiciones 
del capítulo XVII, del título sexto de la Ley Federal del Traba-
jo, pues si bien les corresponde exclusivamente a las propias 
universidades o instituciones regular los aspectos académicos, 
dada la facultad con que cuentan para fijar los términos de in-
greso, promoción y permanencia de su personal académico, 
ello no implica que las decisiones que tomen en los aspectos 
laborales con su personal, sean jurisdiccionalmente inataca-
bles, pues ese no es el alcance de la autonomía universitaria, 
ya que el artículo 3o. constitucional establece que las relacio-
nes jurídicas de las universidades públicas autónomas con su 
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personal académico y administrativo son de naturaleza labo-
ral, y deben sujetarse a lo establecido en el apartado A del artí-
culo 123 de la propia Norma Fundamental y a lo dispuesto en 
la Ley Federal del Trabajo. En tal virtud, los conflictos entre 
dichas universidades y sus trabajadores se someterán a la deci-
sión de una Junta de Conciliación y Arbitraje, lo que de nin-
gún modo implica una violación a la autonomía universitaria 
en lo que se refiere al ingreso, promoción y permanencia de su 
personal académico y administrativo, ya que el régimen a que 
se hallan sujetas y que deriva de sus propias leyes orgánicas, 
reglamentos y estatutos, no se menoscaba por el hecho de que 
sus controversias laborales, aun las de orden académico y ad-
ministrativo, se sujeten a los laudos de las Juntas de Concilia-
ción y Arbitraje, en virtud de que conforme al artículo 353-S 
de la Ley Federal del Trabajo, dichas Juntas deben ajustar sus 
actuaciones y laudos no sólo a la Ley Federal del Trabajo, sino 
también a las normas interiores, estatutarias y reglamentarias 
de la institución autónoma correspondiente79.

Contradicción de tesis 52/2002-SS. Entre las sustentadas por los Tribu-
nales Colegiados Primero y Segundo en Materia de Trabajo del Tercer 
Circuito. 30 de agosto de 2002. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela 
Güitrón. 

Los aspectos de confirmación de la autonomía universitaria en esa tesis de 
jurisprudencia son los siguientes:
»» La función de las JCyA es compatible con el principio de la autonomía 

universitaria, pues las controversias laborales de la universidad pública con 
el personal académico se resuelven en esa instancia laboral, a través de la 
emisión del laudo correspondiente. No hay punto de controversia, pues se 
está refiriendo a lo estrictamente laboral y no a las relaciones académicas, 
de las que ya señalamos su característica esencial es la valoración académi-
ca a cargo de los pares académicos.

»» Corresponde en exclusiva a las universidades públicas el regular los aspec-
tos académicos con su personal, lo que se traduce en la facultad de fijar los 
términos de ingreso, promoción y definitividad. La vía establecida en la le-

79	 SJF, 9ª Época, Segunda Sala, Tesis 2ª./J. 102/2002, Vol. XVI, octubre de 2002, p. 
298.
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gislación universitaria para esos procesos es el concurso de oposición. Es ló-
gico suponer que entre quienes se presentan a concursar, sea para ingresar a 
la institución o para adquirir una promoción o la definitividad académica, 
habrá personas que resulten ganadores y otros  perdedores. 

El que alguien no resulte ganador no le otorga legitimidad para im-
pugnar en la vía laboral, una resolución académica, ya que de un con-
curso de oposición no se genera una relación laboral, sino una relación 
académica. Por esa razón la propia legislación universitaria prevé los 
mecanismos de impugnación académica a una resolución del órgano 
colegiado académico que realiza la evaluación académica. 

Lo que podría presentarse es una impugnación en el amparo en caso de 
que en el concurso de oposición no se respetaran las reglas procedimentales 
establecidas en la propia legislación universitaria. Ese supuesto nada tiene 
que ver con la vertiente laboral, aunque sus efectos pueden incidir en lo la-
boral, pero no en los requisitos ni en la valoración académica.

»» Las relaciones laborales de la universidad pública con su personal acadé-
mico y personal administrativo están sujetas a la LFT. En esa medida las 
resoluciones de índole laboral que emita la universidad pública son impug-
nables ante las JCyA. Este punto confirma lo que establece la segunda par-
te de la fracción VII del artículo 3° constitucional, que ya explicamos es la 
parte especial de ese precepto referida expresamente a lo laboral.

»» En los asuntos laborales la JCyA tiene la obligación de observar las disposi-
ciones establecidas en la legislación universitaria y en la LFT, así como en 
los CCT. No hay controversia en este punto, que claramente establece la 
resolución, lo que se traduce en que las instancias laborales deben respetar 
las decisiones de los órganos colegiados universitarios relacionadas con el 
ingreso, promoción y definitividad académica. En las cuestiones laborales 
no se admite la posibilidad de aplicar disposiciones no laborales ni disposi-
ciones contrarias  al artículo 123 constitucional ni a la LFT. 

En ese sentido es necesario observar un principio de reciprocidad ju-
rídica: así como la materia laboral no admite la aplicación de reglas no 
laborales, incluyendo las académicas, así también las relaciones acadé-
micas no admiten la aplicación de reglas laborales. 

En ambos supuestos estamos en presencia de situaciones inconstituciona-
les, en el primero se violentan los artículos 3° y 123 de la Constitución. En 
el segundo supuesto se vulnera la autonomía universitaria en la vertiente de 
autodeterminación académica, establecida en el artículo 3° constitucional.

En la UNAM, se reitera que el EPA es el ordenamiento en el que se 
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establecen las reglas para el ingreso, la promoción y la definitividad aca-
démica. Tales reglas académicas deben ser conocidas por las autoridades 
laborales al momento de resolver un asunto en particular, para desechar 
demandas de quienes en cuestiones académicas pretenden recurrir a la 
instancia laboral, que no es la competente para conocer ni resolver in-
conformidades académicas.  De esa manera resulta fundamental cono-
cer al detalle las previsiones del EPA. 

Al respecto, al final de este capítulo se incorpora un cuadro sinópti-
co que detalla las vías previstas para ingresar a la UNAM, los diversos 
tipos de concursos de oposición, las categorías del personal académi-
co, las diferencias y consecuencias en los resultados de los concursos de 
oposición. Igualmente, las hipótesis para la contratación fuera de con-
curso de oposición, así como para calificar a una persona con el carácter 
de interino académico. 

Por lo que se refiere a los aspectos de confusión y de contradicción en la 
tesis de jurisprudencia, se destacan los siguientes:
»» Señalar que del artículo 3° constitucional se desprende que las rela-
ciones jurídicas de la universidad pública con su personal académico 
y administrativo son de índole laboral. Es indudable que en la tesis de 
jurisprudencia se parte de una premisa falsa, pues no todas las relacio-
nes jurídicas que se entablan entre la universidad pública y su personal 
académico son de naturaleza laboral. Ya se explicó que dentro de la uni-
versidad pública se generan múltiples relaciones jurídicas de diversa ca-
tegoría, a las que les recaen normas legislativas reguladoras específicas. 

Todas las disposiciones no laborales (académicas, intelectuales, elec-
torales, administrativas, disciplinarias, de consumo, contractuales, de 
protección de derechos universitarios) previstas en la legislación uni-
versitaria derivan de la facultad de autonormación que se reconoce a la 
universidad pública por el principio de la autonomía universitaria80. 

En ese ámbito no laboral no cabe la posibilidad de que las autoridades 
jurisdiccionales y las autoridades jurisdiccionales administrativas puedan 
resolver con base a disposiciones laborales, que la simple lógica jurídica 
muestra que no tienen aplicación. Al aplicar normas laborales a relaciones 
jurídicas no laborales se presenta un exceso de facultades de las autoridades, 

80	 El tema de las relaciones jurídicas universitarias se aborda en el capítulo primero, 
apartado I, 1.4
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que hace que su actuación sea contraria a la Constitución.
»» Dar por sentado que todas las controversias que se presenten ante la JCyA, 

aún las de tipo y contenido académico -como la valoración de los órganos 
colegiados universitarios- serán resueltas por esa instancia. Se trata de una 
ambigüedad evidente en la tesis, pues primero se reconoce a la universidad 
pública la exclusividad de regular los aspectos académicos y luego se pre-
tende cercenarla, a través de una supuesta “no violación a la autonomía 
universitaria en lo que se refiere al ingreso, promoción y permanencia de su 
personal académico y administrativo”. 

Esa ambigüedad conduce a la inconstitucionalidad de la actuación de la 
JCyA, ya que se le está reconociendo la facultad de resolver controversias 
sobre materias distintas a lo laboral. El riesgo es convalidar a través de cri-
terios jurisprudenciales la existencia de un “súper tribunal universitario”, 
no previsto en la Carta Magna y que rompe el esquema constitucional de 
facultades competenciales. Sin olvidar lo que ya señalamos en cuanto im-
pacto negativo para el desarrollo educativo y social en el país.

»» A manera de colofón, se pueden establecer tres reglas para comprender 
la naturaleza de una relación jurídica universitaria: 
›› No todas las relaciones jurídicas de la universidad son de tipo laboral, 
›› No todas las relaciones laborales son de carácter académico, vgr. per-
sonal administrativo,
›› No todas las relaciones académicas involucran una cuestión laboral, 
aunque pueden tener incidencia.  

VIII Relevancia para la autodeterminación académica 
de la reciente Tesis LII/2010, derivada de la resolución 
de 9 de junio de 2010    

Ante la circunstancia jurídica de existir una tesis de jurisprudencia de 
obligada observancia para todas las autoridades jurisdiccionales, pero 

cuyo contenido trae imprecisiones y contradicciones, la universidad pú-
blica tiene el reto de superar tal criterio jurisprudencial que ha acarreado 
además de la confusión entre los impartidores de justicia laboral, la inva-
sión laboral en el ámbito académico. 

En ese tenor de superar la tesis de jurisprudencia en cuestión se ubica la re-
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solución del 9 de junio de 2010, dictada por la Segunda Sala de la SCJN, al 
resolver el recurso de revisión A.D.R. 34/2010, promovido por la UNAM en 
contra de la sentencia del Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 
del Primer Circuito que determinó  no amparar ni proteger a la Máxima Casa 
de Estudios, contra actos de la Junta Especial Número 14 Bis de la Federal de 
Conciliación y Arbitraje. En dicha resolución hay que resaltar la relevante la-
bor de análisis de la problemática jurídica que se presenta en el ámbito acadé-
mico-laboral que hace la Segunda Sala, que se tradujo en una interpretación 
que aclara la cuestión académica respecto a la relación laboral dentro de la 
universidad pública. En la resolución se aclara para efectos de la competencia 
de actuación de las instancias laborales, el alcance de lo que es el ámbito la-
boral y el ámbito académico.

El TCC motivó su resolución en la tesis de jurisprudencia 2ª/J102/2002, 
que transcribimos en el rubro anterior y de la que formulamos las ambi-
güedades y contradicciones que contiene. Aunque no hay que soslayar la 
obligatoriedad de dicha tesis jurisprudencial. 

La relevancia de la resolución del 9 de junio de 2010 estriba en que in-
terrumpe esa  tesis de jurisprudencia 2ª/J102/2002. Lo que se espera es que 
en lo sucesivo puedan venir las resoluciones que vengan a constituir la 
nueva tesis de jurisprudencia.
Entre los agravios que en su oportunidad la UNAM hizo valer al promo-
ver el recurso de revisión se encuentran: 
»» El TCC hace una interpretación imprecisa y errónea de la fracción VII 
del artículo 3° constitucional y confunde las cuestiones laborales con 
las académicas.

»» Las universidades públicas cuentan con una protección constitucional 
para el aseguramiento de su capacidad de decisión en materia acadé-
mica (ingreso, promoción y permanencia del personal académico). Les 
corresponde en última instancia la evaluación académica, que es una 
tarea a cargo de pares.

»» A la JCyA no le corresponde pronunciarse respecto de la evaluación 
académica como fondo del asunto, sino únicamente señalar, en su caso, 
si se cumplieron los procedimientos previstos en la normatividad uni-
versitaria. La JCyA no es experta o perito en la rama del conocimiento 
científico sobre la que versa un concurso de oposición.

»» La importancia y trascendencia para la procedencia del recurso de revi-
sión es que de no cambiar la resolución del TCC que se impugna, el per-
sonal ya no será evaluado académicamente de fondo, sino de forma. 
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»» Para sustentar la procedencia del recurso de revisión en los términos 
que exige la Ley de Amparo, se planteó que el asunto requería hacer 
una interpretación de la fracción VII del 3° constitucional. 

»» Dentro de la fracción VII del artículo 3° constitucional es dable distin-
guir una primera parte relativa al principio de la autonomía universita-
ria, entre la que destaca la autodeterminación académica y una segunda 
parte, referida específicamente a las relaciones laborales de la universi-
dad pública con su personal académico y administrativo.

»» En la resolución de la Primera Sala de la SCJN, del 24 de junio de 2009, 
se desglosaron las competencias de la universidad pública, entre ellas la 
facultad exclusiva de valoración académica.

»» La evaluación académica no debe concretarse a observar si se reúne o 
no los requisitos formales del EPA y en la convocatoria, sino el analizar 
y evaluar la calidad, alcance y trascendencia de tales requisitos.

En el considerando cuarto de la resolución, la Primera Sala admite la pro-
cedencia del recurso, argumentando que hay una cuestión de interpreta-
ción constitucional y la obligada determinación de la aplicabilidad de la 
jurisprudencia 2ª/J102/2002. El análisis de esta tesis se hizo en el rubro 
anterior.

Entre las consideraciones formuladas por la Primera Sala, se distinguen 
aquellas que precisan el alcance competencial de la valoración académica, 
de aquellas que no reconocen lo esgrimido por la UNAM. Las considera-
ciones se resumen de la siguiente manera:
»» La valoración académica es competencia única de los órganos colegia-
dos de la UNAM, derivada del ejercicio de su autonomía. Sin embargo, 
si por virtud de esa valoración se genera un conflicto de índole laboral, 
en donde el trabajador considere menoscabados sus derechos, corres-
ponde a la JFCyA resolver tal conflicto. Este aspecto es de suma rele-
vancia para superar la confusión existente entre las instancias laborales 
respecto a la zona académica y la zona laboral dentro de una universi-
dad pública.

»» La JFCyA cuenta con facultades para  resolver respecto a la parte procedi-
mental de la evaluación académica, a fin de determinar si se cumplen las 
disposiciones establecidas en la legislación universitaria para el desarrollo 
de un concurso de oposición, sin que ello implique que esa autoridad se sus-
tituya a los órganos colegiados universitarios en la función de hacer la valo-
ración académica. Esto es, la JFCyA “al analizar la legalidad del desarrollo 
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del concurso podrá determinar si los requisitos que se imponen se ajustan 
o no a la legislación universitaria y en función de los acuerdos tomados por 
los respectivos órganos colegiados; sin embargo, no le sería formal y mate-
rialmente posible determinar si las calificaciones otorgadas al concursante 
fueron o no correctas”.

»» Queda claramente establecido que el criterio para calificar a un sustentante 
no es revisable por la JFCyA, en tanto no puede sustituirse al comité o ju-
rado de evaluación para examinar el concurso, pues ello equivaldría a que 
realizara la evaluación del examen relativo, la cual sólo está encomendada 
a los cuerpos colegiados reconocidos en la Legislación Universitaria.

»»  La recurrente -la UNAM- “confunde los términos en que ha sido con-
ferida constitucionalmente la autonomía universitaria, con el hecho de 
que las evaluaciones al personal académico repercutan en el ámbito la-
boral”, pues al realizar la evaluación académica se constituyen o dejan 
de constituir derechos laborales de los participantes, aun cuando ten-
gan la calidad de académicos. 

En este punto, hay que decir que no hay tal confusión, sino una insis-
tencia en precisar la distinción entre derechos académicos y derechos 
laborales, cuyo titular es un académico. Por supuesto que la relación 
académica no la exime de la relación laboral.

»» La recurrente -la UNAM- realiza una interpretación inexacta de la 
fracción VII del artículo 3° constitucional al cuestionar que se preten-
da por parte de la autoridad jurisdiccional que la relación laboral se 
haga  extensiva a la primera parte de la fracción. En esa fracción -señala 
la Primera Sala- no hay dos partes autónomas, ya que “gramaticalmen-
te, ambas oraciones aparecen unidas con punto y seguido, lo que indica 
continuidad en la idea y no separación”; el precepto constitucional im-
pone la calidad de trabajador al académico que participa en los procesos 
de ingreso, promoción y permanencia que la universidad define autóno-
mamente; asimismo, el trabajo universitario tiene las características de 
un trabajo especial en términos de la LFT. 

En este punto, de nuevo se insiste en la obligada distinción entre de-
rechos académicos y derechos laborales, así como entre relación acadé-
mica y relación laboral, a las que nos referimos en este capítulo (supra 
punto IV).

»» No se analiza la impugnación de la recurrente en el sentido de que el 
CCT se arroga facultades conferidas exclusivamente a la universidad 
pública de evaluar académicamente a los participantes en un concurso 
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de oposición, pues no se planteó ante la JFCyA. 
En ese sentido, es posible plantear en lo futuro, en la vía jurisdiccional, los 

vicios del CCT en lo referente a la invasión laboral en materia académica.

Como lo hemos hecho en capítulos anteriores, a continuación se transcribe la 
tesis LII/2010, luego se destacan los aspectos relevantes de la misma.  

UNIVERSIDADES E INSTITUCIONES DE EDUCA-
CIÓN SUPERIOR AUTÓNOMAS POR LEY. EN LOS 
CONFLICTOS LABORALES CON SU PERSONAL 
ACADÉMICO, LAS JUNTAS DE CONCILIACIÓN Y 
ARBITRAJE NO TIENEN FACULTADES PARA SUS-
TITUIRSE, EN LA EVALUACIÓN ACADÉMICA, A 
LOS ÓRGANOS DESIGNADOS POR LA NORMATI-
VA INTERNA. 
Si bien los conflictos entre las universidades o instituciones 
autónomas por ley y sus trabajadores deben someterse a la de-
cisión de la Junta de Conciliación y Arbitraje, sin que ello 
implique violación a la autonomía universitaria en lo referen-
te al ingreso, promoción y permanencia de su personal acadé-
mico, en virtud de que conforme a la Ley Federal del Trabajo, 
éstas deben ajustar sus actuaciones y laudos no sólo a la refe-
rida Ley, sino también a las normas interiores, estatutarias y 
reglamentarias de la institución autónoma correspondiente; 
ello no significa que la autoridad laboral pueda sustituir a los 
órganos que la normatividad interna de la universidad o ins-
titución designe para la evaluación académica del trabajador, 
pues acorde con el artículo 353-L de la Ley citada, para que 
un trabajador académico pueda considerarse sujeto a una re-
lación laboral por tiempo indeterminado, además de que la 
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tarea que realice tenga ese carácter, debe ser aprobado en di-
cha evaluación efectuada por el órgano competente conforme 
a los requisitos y procedimientos establecidos por las propias 
universidades o instituciones, por lo que el criterio para califi-
car a un sustentante no es revisable por la Junta, en tanto no 
puede sustituirse al comité o jurado de evaluación, pues ello 
equivaldría a que realizara la evaluación del examen relativo. 
En síntesis, las Juntas de Conciliación y Arbitraje deben resol-
ver el conflicto de trabajo presentado a su conocimiento; sin 
embargo, en los aspectos de valoración académica están im-
pedidas para modificar la calificación del aspirante.

SJF, 9ª Época, 2ª Sala, Vol. XXXII, julio 2010, Amparo directo en 
revisión 34/2010. Universidad Nacional Autónoma de México. 9 de 
junio de 2010. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos.

Del criterio transcrito se desprende lo siguiente:
»» La JFCyA es competente para resolver los conflictos laborales de la uni-
versidad pública con su personal académico, sin que ello implique vio-
lación a la autonomía universitaria.

»» El conflicto laboral del que es competente la JFCyA puede derivar de un 
concurso de oposición para ingreso, promoción o permanencia cuando 
no se respeten los términos y normas establecidas en la legislación uni-
versitaria.

»» En un concurso de oposición es dable distinguir dos ámbitos: a) el pro-
cedimental y b) el sustantivo o de fondo. 

En el primero, es obligación de los órganos colegiados universitarios 
cumplir con los requisitos establecidos en la legislación universitaria 
(convocatoria, plazos, características de la plaza concursada, igualdad 
entre los participantes en el número, presentación y desahogo de prue-
bas, etcétera). Igualmente, es obligatorio para los participantes ajustar-
se a los términos de la legislación, fundamentalmente en materia de 
interposición de recursos. 

Cualquier incumplimiento por parte de los órganos universitarios a lo 
previsto en la propia legislación universitaria abre la competencia de la JF-
CyA para conocer de la inconformidad laboral de un participante. 

Asimismo, la JFCyA está obligada a declinar su competencia en 
aquellos casos en los que un participante no agote las instancias univer-
sitarias -fundamentalmente los recursos en contra de una resolución en 
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un concurso de oposición-, pues es obligación de la propia JFCyA cum-
plir y observar las disposiciones tanto de la LFT, como de las normas in-
teriores de la universidad, sean reglamentarias o estatutarias.

En el segundo ámbito, el sustantivo o de fondo, la valoración aca-
démica de los participantes es una facultad exclusiva a cargo de los ór-
ganos colegiados universitarios. No hay posibilidad alguna de que la 
JFCyA revise la resolución académica de un órgano colegiado, pues 
ello implicaría que lo sustituyera en la función de valorar los méritos y 
el desempeño académico de los participantes en el concurso de oposi-
ción. En esa medida la JFCyA tiene vedado analizar, cuestionar o resol-
ver sobre un aspecto de índole estrictamente de valoración académica.

IX  Diferenciación entre contenido académico   
y Contrato Colectivo de Trabajo

Una parte del problema de confusión de las autoridades jurisdiccionales 
en lo relativo a las relaciones académicas universitarias lo es el hecho de 

que dentro de los contratos colectivos de trabajo hay cláusulas con aspectos 
académicos. Ya se expuso con claridad las diferencias entre la relación laboral 
y relación académica  y entre derechos laborales y derechos académicos.

El que el CCT incluya aspectos académicos no significa que deban estar 
por encima de las previsiones de la LFT, ni de la legislación universitaria, 
ni mucho menos en contravención de la Constitución.  No es válido argu-
mentar que es la decisión de las dos partes firmantes del contrato colecti-
vo, pues es principio general del derecho que contra la inobservancia de la 
ley -con mayor razón del texto constitucional- no puede alegarse práctica 
o acuerdo en contrario. No es posible admitir que la universidad pública 
pueda negociar colectivamente las facultades que tienen reservadas por la 
Constitución y la ley laboral81.

81	 Cfr. Orozco Henríquez, Jesús, quien destaca que “todo pacto que verse sobre el par-
ticular, al violar lo previsto por los preceptos constitucionales y laborales invocados, 
debe considerarse nulo por inconstitucional y por contrariar disposiciones de orden 
público, según el artículo 5° de la LFT”.  Agrega que lo que se pretende con la exclu-
sión de los aspectos académicos de la negociación colectiva es que las universidades, 
en ejercicio de su autonomía, a través de sus órganos competentes, formulen libre-
mente dichos términos, más no en combinación o bajo la presión que pudiera ejercer 
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LUIS RAÚL GONZÁLEZ PÉREZ ENRIQUE GUADARRAMA LÓPEZ

La cuestión a determinar es el alcance constitucional de cláusulas del 
contrato colectivo que en apariencia son de índole laboral, cuando en 
realidad se refieren a derechos académicos y que, por lo mismo, rebasan lo 
previsto en el EPA y en la LFT.

Para fortalecer ese planteamiento inicial de no admitir la inclusión de 
rubros académicos en el CCT, se formulan las siguientes reflexiones:
1)	 En la lista de los obligados a respetar la autonomía universitaria se debe 

incluir a los sindicatos universitarios. Éstos, al formar parte de la comu-
nidad universitaria llevan implícita la obligación de hacer valer por en-
cima de cualquier consideración particular la garantía institucional de 
la autonomía universitaria. En ese sentido, la autonomía universitaria 
es totalmente compatible con las mejores condiciones de trabajo.

2)	 No es dable que se considere como válidas cláusulas de tinte académi-
co, por el contrario deben calificarse de nulas. Ya quedó precisado que 
es facultad exclusiva de la universidad la determinación de lo acadé-
mico (ingreso, promoción y definitividad). Es una de las vertientes de 
la autonomía universitaria. Así lo confirmó claramente la SCJN en la 
tesis analizada en el rubro anterior, al resolver que la valoración acadé-
mica es una facultad exclusiva de los órganos colegiados universitarios 
encargados de los concursos de oposición.  

3)	 El pretender que prevalezca una cláusula del CCT que incorpore una 
situación diferente a lo establecido en el EPA sería tanto como que la 
universidad decline su autonomía universitaria, lo cual es imposible 
constitucionalmente. El equivalente sería el defender hacía afuera la 
autonomía universitaria y cederla gremialmente. Eso por sí sólo aca-
rrearía un caos constitucional.

4)	 Existen dos vías jurídicas para reencauzar lo relativo a cláusulas colec-
tivas de contenido académico en un CCT, sin menoscabo alguno a los 
derechos laborales:

Por una parte, en la negociación con el propio sindicato se les puede sen-
sibilizar de lo importante que resulta para la institución retomar la función 
académica, a fin de excluir del pacto laboral colectivo aquellas cláusulas 
que involucren  situaciones de evaluación y valoración académica. 

Por otra parte, hacer valer ante las instancias jurisdiccionales la in-
constitucionalidad de la invasión laboral en las cuestiones académicas, 

un sindicato.  “La contratación…”, op cit., p. 170.A
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TÓPICOS DE DERECHO UNIVERSITARIO capítulo cuarto

teniendo como argumento la reciente tesis jurisprudencial. Inclusive 
en la propia tesis se deja abierta la posibilidad de demandar la nulidad 
de cláusulas contractuales cuando impliquen la invasión laboral a lo es-
trictamente académico, por ser del ámbito exclusivo de los órganos co-
legiados académicos de la universidad. 

Conclusiones 

Primera. La confusión existente entre las autoridades jurisdiccionales y 
las administrativas respecto a la línea divisoria de los ámbitos laboral y 
académico de la universidad pública, se supera si se plantea como premisa 
de interpretación constitucional que dentro de la fracción VII del artículo 
3° constitucional hay un postulado general y un esquema particular. 
Como postulado general se erige el principio de la autonomía universita-
ria, al que se define su alcance, contenido y protección, a efecto de otor-
gar a la universidad pública los requerimientos institucionales necesarios, 
para que pueda contar con independencia de actuación en la búsqueda de 
lograr los fines que la propia Carta Magna le impone. 
En el esquema particular, se establece que la universidad pública debe 
respetar los derechos laborales de sus integrantes, en términos de las dis-
posiciones establecidas en el artículo 123 constitucional y dentro de una 
fórmula de armonización constitucional.  
Segunda. La distinción entre derechos laborales y derechos académicos es 
una de las decisiones político-jurídicas fundamentales universitarias, que 
involucra un aspecto de esencia universitaria, como lo es la autodetermi-
nación académica de la universidad pública.
Por tal razón, hay incompetencia de las instancias laborales para conocer 
y resolver de asuntos de índole académico. Así lo ratificó la Primera Sala 
de la SCJN, en la reciente resolución de 9 de junio de 2010.
Tercera. Son cuatro las manifestaciones de la autodeterminación aca-
démica: 
»» La evaluación académica es la única fórmula para determinar el ingre-

so, la promoción y la definitividad de una persona en la Universidad. 
»» La evaluación académica es una facultad exclusiva de la universidad, 

que no admite revisión de una instancia externa.
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